AUTOS: “SALAS CLAUDIO FABIÁN S/HOMICIDIO CALIFICADO” (Expte. Nº 54404/12) Juzgado de Instrucción Penal Nº 2.-

APELA FALTA DE MERITO – SOLICITA HABILITACIÓN DE FERIA –PROCESAMIENTO Y PRISIÓN PREVENTIVA - APARTAMIENTO DEL JUEZ.

Sr. Juez:


ELIZABETH HERNANDEZ, por derecho propio, con el patrocinio letrado de Federico M. Egea y María Angélica Acosta Meza, por la participación en los autos del encabezamiento, me presento y digo:


1.- OBJETO:


Que vengo por el presente a interponer recurso de apelación en los términos del Art. 286 del código Procesal Penal, contra el Registro Interlocutorio Nº 16/13 del Juzgado de Instrucción Nº 2, notificado a esta parte en fecha 11 de enero de 2013, mediante el cual se dicta la falta de merito respecto de CLAUDIO FABIÁN SALAS, solicitando se conceda el mismo con habilitación de feria judicial y se eleven las actuaciones a la Excma. Cámara de Apelaciones a fin de que proceda a su revocación, al dictado de procesamiento por el delito de homicidio doblemente agravado (Arts. 80 Inc. 9º y 41 bis del Código Penal) y al dictado de prisión preventiva respecto del imputado, como asimismo el apartamiento del juez interviniente.

Que la resolución que se recurre nos habilita a apelar en tanto causa agravio irreparable a esta parte, toda vez que se ha dictado una resolución a todas luces injusta, contraria a derecho y violatoria de las reglas de la sana critica racional al realizarse un análisis erróneo y absurdo de la prueba reunida. Asimismo nos agravia por cuanto se ha dictado la falta de merito del imputado cuando existen motivos suficientes para el dictado del procesamiento y de la prisión preventiva, para garantizar los fines del proceso. Todo ello, en base a las consideraciones de hecho y de derecho que a continuación paso a exponer:

2.- ANTECEDENTES DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA:

Que en la resolución en crisis el magistrado actuante comienza con una particular descripción de lo que denomina “Plataforma Fáctica”, en dicho acápite detalla elementos objetivamente probados en las actuaciones, tales como la concurrencia de los sujetos, la existencia de los vehículos, la circunstancias de tiempo y lugar, la existencia del disparo, su autoría, el resultado muerte y procede a mezclarlas de manera abiertamente injustificada con la versión del imputado.

De esta cuestionable manera, lo que en la resolución se denomina “plataforma Fáctica”, es en realidad una construcción hipotética (y cabe agregar descabellada) cuyo único objeto es el de tergiversar las circunstancias de ocurrencia del hecho.

En esa impronta es de destacar que el Magistrado incorpora dentro de la “Plataforma Fáctica” una circunstancia no probada (solo alegada por el imputado), consistente en que de manera previa a la realización del disparo se les habría apuntado con un arma de fuego, desde el interior del vehículo.

Que continúa su relato describiendo los soportes probatorios considerados para la resolución y proceda a detallar lo declarado por el imputado en su declaración indagatoria, a la cual (vale la pena resaltarlo) le otorga una marcada verosimilitud, pese a que la misma presenta un alto grado de inverosimilitud, incongruencia y contradicción.

Que a renglón seguido proceda a sostener que tiene por acreditada la materialidad del hecho, la que consiste en que el vehiculo Renault Fuego se desplazaba por calle Casimiro Gómez en dirección norte-sur con seis ocupantes en su interior y al momento de aproximarse a la intersección de la calle Lago Munster es interceptado por el móvil policial JP 107, el que le realiza señas de luces a fin de que detenga su marcha, ante lo cual el Renault fuego disminuye la velocidad y desde el móvil policial desciende el imputado SALAS.

En esa circunstancias el Renault fuego continúa su marcha a escasa velocidad y el imputado procede a efectuar un disparo hacia el automóvil constatándose luego que el proyectil ingresó por la luneta trasera e impacto sobre la humanidad de BRAIAN HERNANDEZ, ante lo cual la Renault fuego se alejo y el móvil comenzó su persecución.

Que finalmente, relata que la Renault fuego detiene su marcha en la intersección de calles Avda. del Trabajador y Pizarro, donde sus ocupantes son aprehendidos por los integrantes del JP 107, con la colaboración del Móvil Policial Nº 934.

Que a continuación procede a realizar una valoración de los testimonios y afirma que existen dos testimonios policiales que sostienen la existencia de un arma dentro de la Renault Fuego y CINCO testimonios que afirman la inexistencia de tal arma de fuego. 

A renglón seguido sostiene que existen dos hipótesis, sin que se haya corroborado ninguna de las dos, sin perjuicio de que a su criterio la versión policial reviste mayor fuerza convictiva.

Para sostener esta cuestionable afirmación el magistrado procede en la falsa alegación de que los integrantes del móvil habrían irradiado, de manera cuasi concomitante con el disparo de Salas, indicando la existencia de un arma, portada por algunos de los ocupantes de la Renault Fuego.

Agrega que del acta de Fs. 8 surge que se habría encontrado dentro del rodado un arma de fuego. 

Sostiene que en el lugar de los hechos existen distintos tipo de iluminación y que el informe técnico afirma que la ventanilla trasera de la Renault Fuego no está polarizada, sino que presenta un efecto ahumado.

Continúa su relato con una serie de cuestionamientos a los testimonios brindados por los ocupantes de la Renault Fuego, afirmando en esa impronta que no explican por qué no detuvieron su marcha, y que no son coincidentes respecto de la velocidad de marcha del rodado.

No obstante afirmar que los testimonios de los CINCO ocupantes de la Renault Fuego no son coincidentes, lo que justificaría el quitarles fuerza convictiva, el magistrado sí valora la mención de la utilización de un teléfono celular a los efectos de dar verosimilitud a la versión del “fogonazo” esgrimida por el imputado, a lo que le agrega la portación de encendedores y la posibilidad de que fueran fumando, etc.

Es a todas luces irrazonable la posición del juez de darle crédito a la versión del imputado, pensando que alguien intenta disparar un arma de fuego con los vidrios cerrados, como así también darle crédito a una inverosímil hipótesis de un celular o  cigarrillo, la cual trae a colación el juez en forma rebuscada  y sin base probatoria. Para cualquier persona la diferencia entre un fogonazo de un arma de fuego y o un cigarrillo o un celular es absolutamente notoria, porque lo que el a quo sólo puede llegar a dicha conclusión con una interpretación absolutamente arbitraria y antojadiza de los hechos.

Sin perjuicio de lo que se apuntará en adelante, la mención resulta relevante para demostrar la forma en que el magistrado utiliza los testimonios de los ocupantes de la Renault fuego para intentar desincriminar a SALAS, pero los omite en aspectos sustanciales y netamente incriminatorios respecto del encartado.

Así, cuando de manera coincidente los CINCO TESTIGOS afirman sobre la inexistencia de un arma de fuego dentro del vehículo, el magistrado opina que el testimonio es inverosímil, pero cuando afirman la existencia de un celular o cigarrillos encendidos, procede de manera automática e injustificada a dar verosimilitud a esa porción de la declaración y a otorgarle una entidad similar al destello producido por un arma de fuego.

CONCRETAMENTE EL MAGISTRADO CONSIDERA FALSOS LOS TESTIMONIOS QUE PERJUDICAN A SALAS Y  VERDADERAS LAS PORCIONES DE ESOS MISMOS TESTIMONIOS QUE PUEDEN SER UTILIZADOS PARA EXCULPAR AL IMPUTADO, SIN JUSTIFICAR EN NINGÚN MOMENTO NI UNA COSA NI LA OTRA.    

Concluye su sorprendente valoración de la prueba afirmando que descarta la posibilidad de que el arma haya sido plantada puesto que afirma que el Dr. Germán Martín acudió al lugar a los pocos minutos y presenció las diligencias llevadas a cabo por el personal de criminalística.

Finalmente afirma que en el caso de que se demostrara la existencia del arma en poder de los ocupantes de la Renault Fuego, la conducta de Salas podría haber sido atrapada en la causal prevista en el Art. 34 Inc. 6 del CP, incluso aún cuando el arma se encontrara descargada.  

3.- INADECUADA VALORACIÓN DE LA PRUEBA:

Como claramente surge de la compulsa de la causa, la resolución que por el presente apelamos esta basada en una arbitraria y sesgada valoración de la prueba rendida, a la que se le suman circunstancias falsas en algunos casos e ideadas en otros. 


En efecto, el magistrado tiene por acreditada la existencia de un arma de fuego en poder de los ocupantes de la Renault Fuego y además tiene por cierto que alguno de los ocupantes habría apuntado al imputado y a sus compañeros, en base a los testimonios de dos de los operarios policiales que acompañaban a Salas en el momento del homicidio y en base a una serie de construcciones hipotéticas de su propia cosecha.


Paralelamente admite que contra esta versión existen cinco testimonios que afirman la inexistencia del mencionada arma dentro del vehículo pero sostiene que le otorga mayor fuerza convictita a las testimoniales de los policías.


Para ello decir señala una serie de presuntas contradicciones, ninguna de las cuales está relacionada con la afirmada inexistencia del arma.


En efecto las aparentes contradicciones señaladas por el juez versan sobre la ubicación de los tripulantes, las razones por las que no habrían detenido su marcha, si iban o no fumando, etc.


Sobre esta base y de manera sorprendente el juez entiende que como no existió un nivel univoco de coincidencia respecto de cuestiones tangenciales, todos los testigos mintieron respecto de la afirmada no existencia del arma.


Es de destacar que este esquema de razonamiento es de una pobreza intelectual que roza con la puerilidad, puesto que cualquier persona mínimamente iniciada en derecho conoce que la valoración de las testimoniales debe hacerse tomando como parámetros primarios la idoneidad del testigo (usando como varemos las circunstancias personales de los testigos en relación a la circunstancias fácticas y al imputado) y el nivel de coincidencia que presenten los testimonios respecto de los hechos individuales afirmados. (En este sentido ver Falcón Enrique M., Tratado de la Prueba, t. T, p. 580, Ed. Astrea, entre muchos otros)

A mayor abundamiento es de resaltar que la jurisprudencia del Máximo Tribunal Provincial, sostiene que a los efectos de valorar los testimonios debe estarse  a las reglas de la sana crítica, tanto en lo referido a las leyes del pensamiento (coherencia y derivación), como a los principios lógicos de identidad, contradicción, tercero excluido y razón suficiente, y a las normas de la experiencia y de la psicología (Arts. 106, 363 segundo párrafo, y 369 tercer párrafo del C.P.P. y C., art. 18 C.N.)

Por otra parte no debe perderse de vista que los testimonios reales nunca coinciden totalmente, porque las personas mezclan situaciones y cosas sobre todo ante un evento traumático. Hay que sospechar cuando los testimonios son idénticos, como los del personal policial, quienes supuestamente “ven” un arma de fuego en la oscuridad y con vidrios polarizados o esfumados.

En el caso concreto el Juez lejos de hacer un análisis de coincidencias respecto de la versión de la mayoría de los testigos, se detiene en mínimas divergencias, las que no son más que lógicas derivaciones de la subjetividad de cada uno de los testigos, para afirmar que la versión por la cual se sostiene que no existía ningún arma dentro de la Renault Fuego adolece de fuerza convictiva.

Complementa este raid de sin razón y antijuricidad con una serie de omisiones y falacias respecto de la versión policial  (a la que le otorga increíblemente mayor fuerza convictiva).

Así por ejemplo omite considerar que lo testigos policiales que afirman la existencia de un arma dentro del vehículo, formaron parte del operativo en que el que se cometió un homicidio y que estaban declarando en relación a la actuación de un compañero habitual de trabajo, respecto del cual pueden tener afinidad o incluso amistad, lo que resulta motivo para descreer de los testimonios en base a la aplicación de la sana crítica.

Como si esto fuera poco y con la sola finalidad de procurarle impunidad al imputado el juez procede a inventar o tergiversar una serie de cuestiones acreditadas en las actuaciones, en esa impronta afirma que la existencia del arma dentro del vehículo es verosímil por las constancias del registro de eventos, pero omite considerar que en el Registro de Eventos obrante a fs. 51/53, la primer mención de un arma de fuego se realiza a las 03:32, es decir, aproximadamente una hora luego de ocurridos los hechos. Es de destacar que en el mismo registro figuran constancias de los momentos de la persecución, en los cuales no se menciona presencia de arma alguna en poder de las personas perseguidas. 

Omite considerar, asimismo y con idénticas intenciones, que las desgrabaciones radiales obrantes a Fs. 256 -257, describen el trayecto de la Renault Fuego desde que cruza por calle 1º de enero, circulando por calle Casimiro Gómez, hasta que queda finalmente detenida en Avda. del Trabajador, durante este trayecto se menciona la intención de identificar a un vehículo, que el mismo es una Coupé Fuego, que se dio a la fuga, que pasó Novella a alta velocidad, que tomó por Avda. del Trabajador hacia el este y finalmente que el móvil JP 107 solicita una ambulancia.    

Esta omisión es realmente notable, toda vez que las mismas describen las comunicaciones radiales efectuadas por los efectivos policiales intervinientes durante el trayecto en el que se produjo el disparo, esto es en el lapso temporal que va desde que la Renault Fuego cruza el primer móvil policial hasta que se detiene en Avda. del Trabajador, sin que en NINGÚN MOMENTO SE MENCIONE QUE LOS TRIPULANTES IBAN ARMADOS.

Que con la sola intención de tergiversar la prueba, el juez no solo no valora la secuencia antes mencionada, sino que además sostiene que los audios son inaudibles, lo que a más de ser falso (los registros inaudibles comienzan a partir de fs. 259 y luego de que el vehículo fuera detenido) es una completa subestimación de la inteligencia de esta parte y del Fiscal.

La resolución cuestionada otorga también fuerza convictita a la hipótesis de descargo por referencia al acta de procedimiento obrante a fs. 8, ya que según la opinión del magistrado la misma fue realizada “a los pocos minutos de finalizada la persecución”. En este punto no puede menos que asumirse que el magistrado no ha leído el mencionado acta en su totalidad, ya que de haberlo hecho habría advertido que tal documento solo comenzó a redactarse a las 03:00 hs (30 minutos luego de ocurrido el hecho), pero que se menciona expresamente en la misma que el personal de Criminalística, que es quien halló el arma, se hizo presente en el lugar recién a las 04:00 hs (es decir, 01:30 hs luego del hecho). 

También es mencionada la supuesta comparencia en el lugar del hecho del entonces fiscal Germán Martín “a los pocos minutos”, quien, según el magistrado, habría presenciado parte de las diligencias efectuadas. Esta última afirmación carece absolutamente de sustento, ya que del acta obrante a fs. 08 surge expresamente que el Dr. Martín se hizo presente recién luego de que el personal de Criminalística terminara de realizar las diligencias, es decir, por lo menos más de 1 hora y media luego del hecho, similar circunstancia surge del testimonio obrante a fs. 245-247, por lo que jamás puede haber presenciado ni controlado esas diligencias.

Como si todas las irregularidades ya señaladas fueran pocas, es de resaltar que de las constancias obrantes a fs. 243 – 244, surge que el testigo del procedimiento de requisa del vehículo (R. C. C.), manifiesta que le solicitaron su presencia a las 04: 30 hs, cuando se dirigía a trabajar, momento en que el fue exhibido el vehículo, lo hicieron asomar y le mostraron que había un arma para luego hacerle firmar el acta sin que pueda leerla y sin describirle su contenido, siendo esta última circunstancia una clara causal de nulidad.

A esta altura puede observarse con claridad la carencia absoluta de sustento probatorio de las circunstancias arbitrariamente alegadas por el magistrado como justificación de su irrazonable tesitura.

La pretensión de instalar la idea de que las diligencias periciales efectuadas en la escena de los hechos fueron llevadas a cabo en un ambiente controlado externamente y con la presencia de personas sin intereses comprometidos, no puede menos que resultar alocada, ya que de acuerdo a las constancias de la causa existió un extenso lapso de tiempo durante el cual la escena pudo haber sido modificada por la introducción ilegal del arma mencionada, y en aquel lugar solo existió una significativa presencia de personal policial, es decir, compañeros de trabajo del imputado.

De este brevísimo relato y sin perjuicio del exhaustivo análisis que realizará V.E., surge con meridiana claridad que contrariamente a lo sostenido por el juez, en la causa existen un sin número de razones objetivamente acreditadas para descreer del testimonio de los policías (Portal y Mardones) y no existen razones para tener por falsas las declaraciones dadas por los CINCO testigos que tripulaban el vehículo.

Que igualmente llamativa resulta la conducta del juez a los efectos de determinar la tonalidad del vidrio trasero del vehículo, dado con ese fin, de oficio y en clara trasgresión de lo normado en el Art. 234 y ss, ordenó la realización de un informe técnico sin notificar a las partes, sin especificar el cometido de la diligencia y sin permitir su fiscalización, lo que transforma a dicho acto en nulo, dado que se han violado la prescripciones procesales arriba mencionadas y el debido proceso legal.

No obstante la claridad de este escenario procesal, el juez, lejos de reparar en la flagrante nulidad por él cometida, utiliza este informe técnico para pretender nuevamente procurarle la impunidad al imputado.

Concretamente y en lo que hace a este apartado resulta claro que el juez a incurrido en una inadecuada valoración de la prueba a la que le sumó una serie de afirmaciones falsas y tergiversaciones varías, y solo bajo esta cuestionable y abiertamente antijurídica modalidad pudo concluir en la falta de merito.

4. EXISTENCIA DE MÉRITO. CALIFICACIÓN LEGAL. PRISIÓN PREVENTIVA.

De acuerdo con los arts. 281 y 284 del CPPyC el mérito consiste en la existencia de elementos de convicción suficientes para estimar que existe un hecho delictuoso y que el imputado es autor o partícipe. 

En la presente causa, podemos afirmar que existen sobrados elementos de convicción, los cuales inclusive superan el grado de certeza necesaria para el dictado del respectivo procesamiento.

Como la propia resolución lo reconoce, se encuentra probada la materialidad del suceso, identificado el autor del disparo que produjo la muerte de Braian Hernández, identificada el arma utilizada, así como develada la dinámica de los hechos. Por otro lado, el descargo efectuado por el imputado, así como los testimonios de sus compañeros, carecen absolutamente de sustento probatorio y consisten en alegaciones inverosímiles; como ser: la confusión de la iluminación de un teléfono celular con el fogonazo producido por el disparo de un arma de fuego, la percepción de un supuesto disparo sin ruido de ningún tipo ni rotura del cristal que habría atravesado, etc.

De acuerdo con lo expuesto es que sostenemos que existen sobradas razones para revocar la resolución cuestionada y dictar el procesamiento del imputado.

En tal sentido, la conducta llevada a cabo por Claudio Salas debe ser calificada como homicidio dolosos doblemente agravado por la calidad de miembro de las fuerzas de seguridad policiales y por haber sido cometido en funciones, y por haber sido cometido mediante el empleo de arma de fuego (arts. 80 inc. 9º y 41 bis del CP).

Además, esta parte entiende que corresponde el dictado de la prisión preventiva, toda vez que corresponderá una pena de prisión prolongada y de cumplimiento efectivo, lo cual hace presumir que el imputado podría intentar darse a la fuga. Este tipo de pronóstico encuentra sustento también en la actitud negativa que ha demostrado el acusado, toda vez que ha hecho un descargo tendiente a tergiversar la forma en que sucedieron los hechos a los fines de justificar su conducta, además de producir modificaciones sustanciales de la escena de los hechos, en lo que constituye una clara obstaculización de la investigación. 

Cabe mencionar que la calidad de funcionario policial del acusado, y el espíritu corporativo que caracteriza a la fuerza, hacen posible y probable la obstrucción de la investigación por medio de la incorporación de elementos falsos, lo que en parte parece ya haberse producido.

Al respecto y en un caso de similares características en que un funcionario policial dispara su arma reglamentaria quitándole la vida a un joven, esta misma Cámara del Fuero en voto del Dr. Rimaro ha dicho: “Parto, para abonar tal aseveración, en la gravedad de la escala punitiva de eventual aplicación. Extremo, que como lo ha reflejado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, constituye por sí sólo un indicador serio y objetivo de elusión de la justicia. En tal sentido, prestigiosa sede judicial ha dicho que "…según criterio de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la gravedad del delito imputado y la severidad de la pena con la que se conmina la infracción es un parámetro razonable y válido para establecer, en principio, que el imputado podría intentar eludir la acción de la justicia; y ello es así, por cuanto la posibilidad de ser sometido a una pena de una magnitud importante sin lugar a dudas puede significar en el ánimo del justiciable un motivo suficiente (y humanamente comprensible) para sustraerse del accionar jurisdiccional…" (Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, "Chabán", voto de la mayoría en resol. del 21/11/2005).( …) "La gravedad del pronóstico de pena privativa de libertad efectiva estimula el interés social en la sustanciación del proceso que se pretende resguardar a través de la presencia del imputado, ya que si éste se ausenta el juicio se suspenderá…" (TSJCórdoba, Sala Penal, c. Nº 111 "Bianco", res. del 19/11/2003; JPBA, T. 124, Fº 215, p. 109). Claro está que la sola alusión a la gravedad de la amenazante sanción no basta para justificar el encierro preventivo. En ese sentido, el Cimero Tribunal local ha destacado en multiplicidad de ocasiones que deben registrarse una serie de requisitos y condiciones para determinar la legitimidad de la prisión preventiva, tales como establecérsela exclusivamente en resguardo de una finalidad procesal; con carácter excepcional; limitada por el principio de proporcionalidad y responder a un plazo razonable de duración (vbgr. in re "Trecanao Quiroz", Acuerdo Nº 2/2007, expte. Nº 188/2006 de la Sría. Penal).

En esa dirección la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho reiteradamente que la sola referencia a la pena establecida para el delito acusado, sin precisarse las circunstancias concretas que permitan colegir que el imputado intentará burlar la acción de la justicia, no constituye fundamento válido para una decisión denegatoria de la soltura (Fallos 320:2105; 326:4604, entre otros).La Cámara Nacional de Casación Penal, en pleno, sostuvo por su parte, en apretada síntesis, la necesidad de valoración conjunta de la gravedad de la pena de eventual aplicación con otros parámetros ("Díaz Bessone, Ramón Genaro s/Recurso de Casación", rta. en pleno el 30/10/2008). El Sr. magistrado instructor, aunque con fundamentos que pudieron ser más amplios teniendo en cuenta la trascendencia de la medida que decreta (nada menos que el apartamiento al principio medular de libertad durante el proceso) ha tomado debida nota de ese deber de fundamentación y, como se expresara supra, adosó a la magnitud de la amenaza sancionatoria otros indicadores que interpreta abonan, en el presente caso, la existencia de riesgos procesales, sea en la obtención de la información para el descubrimiento de la verdad o en la aplicación de la ley. Teniendo como guía las referencias entregadas en el precedente "Díaz Bessone", traído a colación por la parte querellante, destaco que, conforme se desprende del voto del Dr. Riggi, la posible intención del imputado de evadir la acción de la justicia o entorpecer el curso de la investigación puede -según el caso- ser realizado valorando, entre otros indicadores, la severidad de la pena conminada en abstracto; la gravedad de los hechos concretos del proceso; el grado de presunción de culpabilidad del imputado; la peligrosidad evidenciada en su accionar y su actitud frente al daño causado; las circunstancias personales del encartado;  el estado de la investigación al momento de resolverse la cuestión. Todo ello, interpreto, concurre en autos. Así, a la par de la incontrastable magnitud de la pena de eventual aplicación (tanto en su monto como en la forma de cumplimiento) se inscribe la suma gravedad del hecho, toda vez que no se trata, por ejemplo, de un ciudadano común que, en medio de una acalorada discusión y ante el riesgo a su integridad física, efectúa un único disparo contra otro. No, por el contrario, el legajo ilustra que un policía salió al encuentro de un joven, al que ubicó parado dialogando con una joven y, prácticamente sin mediar intercambio de palabras, menos una actitud amenazante del joven para con él, accionó el arma de fuego provista por la institución policial. Actitud que llevó al joven Matías Casas a huir raudamente del lugar, en procura de ponerse a resguardo de la agresión sufrida. Asimismo, se desprende de las constancias a la fecha colectadas que no conforme con ello, el efectivo policial habría descerrajado con el arma reglamentaria varios disparos más contra el joven que se alejaba, provocándole a éste dos impactos en el cuerpo y estando de espalda (el acta y protocolo de autopsia, así como la declaración testimonial judicial del galeno Marton, demuestran categóricamente el lugar de ingreso de los proyectiles en el cuerpo de la víctima). Por si fuera poco, también surge de la información acopiada, que el imputado, pocos minutos después, sería quien se abrió paso entre la gente (incluidos efectivos policiales) apostada en proximidades del cuerpo del joven Casas que yacía en medio de la calle, luego de caer malherido desde su moto, y le habría propinado al menos una patada, comportamiento que habría obligado a su forzado retiro. En este sentido, sin perjuicio de las constancias que obren en la Investigación Preliminar Fiscal que cita la querellante, cabe mencionar que la testigo G. C. (fs. 35/vta.) menciona que bajaron tres personas de la Ford Ranger blanca (se tratarían de su dueño B. y del imputado y su hijo E.) y el de gorro marrón con franja negra le pegó una patada a Matías cuando estaba éste tirado. Ese dato, ponderado armónicamente con el testimonio del nombrado B. (fs. 112/3vta.), que menciona haber visto cuando unos policías lo sacan a David, y con el hallazgo y secuestro de un gorro de similares características en el domicilio del imputado, permite enrostrar -con la provisionalidad propia de la etapa procesal en la que se transita- esta agresión con, al menos, una patada, hacia el ya por entonces indefenso Matías Casas. Las particularidades reseñadas del hecho constituyen graves extremos que, en caso de arribarse a un pronunciamiento condenatorio, se supone serán valorados negativamente respecto del causante, razón por la cual dable es deducir que la ya de por sí grave sanción que podría imponerse se agravaría aún más. Si la importancia de la amenaza punitiva suele ordinariamente considerársela acicate para procurar la elusión de la justicia, más se refuerza esta posibilidad cuanto más gravosa resultaría la sanción penal” (autos caratulados “MENDEZ, DAVID S/ HOMICIDIO”, Expte. Nº 2608, Año 2012, del registro de esta Cámara de Apelaciones en lo Criminal- Victima: Matías Casas- resaltado nos pertenece)

Existiendo, como se ha reseñado más arriba, variados elementos que permiten afirmar la presencia de las dos clases de riesgos procesales que ameritan el dictado de esta medida cautelar, a saber, el peligro de fuga y entorpecimiento de la investigación, creemos que no existe otro remedio procesal idóneo para salvaguardar los fines del proceso más que el encarcelamiento preventivo del imputado.
5. APARTAMIENTO DEL MAGISTRADO INTERVINIENTE. 

Habiendo el magistrado interviniente expresado opinión y tomado partido en el sentido de la falta de mérito suficiente, la presente causa debe ser remitida a un nuevo juez que dé garantías de imparcialidad suficientes, para que continúe la investigación. 

La continuación de la investigación en cabeza del mismo magistrado produciría una afectación grave a la garantía de juez imparcial, dado que la actuación precedente implicó la emisión de juicios y valoraciones.

Cabe mencionar también, como fue dicho anteriormente, que el tenor de las valoraciones efectuadas por el magistrado, quien omitió prueba determinante a la vez que invocó prueba inexistente, resulta fundante de un alto temor de parcialidad en relación a esta parte.

Además de esto, la devolución de la causa al mismo magistrado luego de la revocación de su resolución supondría colocar a este último en el escarnio de proceder contra su propia posición o ideología.

6. HABILITACIÓN DE FERIA.

Que atento a la gravedad del hecho investigado en la presente y al inminente riesgo de fuga y entorpecimiento de la investigación, como asimismo a la necesidad de proteger a los testigos de posibles intimidaciones, es que solicitamos se habiliten días y horas a los fines de dar curso de manera inmediata y con carácter urgente al presente recurso de apelación. 

7. PETITORIO.

Por todo lo expuesto, a V.S solicitamos:

· Tenga por interpuesto el presente recurso de apelación en tiempo y forma.

· Conceda la habilitación de feria.

· Oportunamente conceda el recurso, disponiendo la elevación de las actuaciones a la Exma. Cámara de Apelaciones, de la cual solicitamos:

· Haga lugar al recurso de Apelación, disponga el procesamiento con prisión preventiva de Claudio Salas por el delito de homicidio doblemente agravado (art. 80 inc. 9º y 41 bis), y disponga el apartamiento del magistrado interviniente remitiendo la causa a otro juzgado para la continuación de su tramitación.

Proveerlo así, es acorde a derecho y justo.
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